
Jurisprudencia e Informes 

79 

JURISPRUDENCIA E INFORMES 
Sección a cargo de Vicente Lomas Hernández 

Servicio de Salud de Castilla – La Mancha. (Servicio Jurídico) 

 

 

DERECHO SANITARIO 

SENTENCIA DEL TRIBUNAL SUPREMO, Nº 
282/2009, Sala de lo Civil, de 29 de abril de 2009 

El Tribunal Supremo aplica en esta sentencia de Pleno 

los principios y criterios que inspiran la convención 

sobre los derechos de las personas con discapacidad, 

firmada en Nueva York el 13 diciembre 2006, y pro-

pone como interpretación de la legislación nacional en 

materia de incapacitación: Que se tenga siempre en 

cuenta que el incapaz sigue siendo titular de sus dere-

chos fundamentales, y la incapacitación una forma de 

protección, no una medida discriminatoria. 

SENTENCIA DEL TRIBUNAL SUPREMO, 
Sala de lo Contencioso-Administrativo, de 13 de 
mayo de 2009 

El Supremo estima el recurso de casación formu-

lado por los letrados de la Junta de Castilla y León 

contra la sentencia del TSJ que anuló varios apar-

tados del art. 9 del Decreto 101/2005 por el que se 

regula la historia clínica. En esta sentencia, el Su-

premo considera que el contenido que la norma 

autonómica establece para la historia clínica con-

feccionada por profesionales sanitarios del nivel 

asistencial de Atención Primaria empleando con-

ceptos que no están definidos de ese modo en la 

Ley 41/2002, sí se corresponde con el contenido 

mínimo que fija el art. 15 de la Ley de Autonomía 

del Paciente en contra del criterio de la Sala de 

instancia; así mismo considera que la enumeración 

de datos que, pese a formar parte integrante de la 

historia clínica, pueden ser cumplimentados por el 

personal administrativo no violenta la Ley 41/2002 

ni la LOPD por tratarse de datos de identificación 

y no derivar de actos médicos. 

SENTENCIA DEL TRIBUNAL SUPREMO, 
Sala de lo contencioso-administrativo, De 11 de 
mayo de 2009, 

El Tribunal Supremo ha rechazado que los Jueces 

encargados del Registro Civil puedan invocar el 

derecho de objeción de conciencia en base a sus 

creencias religiosas para negarse a celebrar bodas 

entre personas del mismo sexo. El Supremo, tras 

analizar la Jurisprudencia del Tribunal Constitu-

cional sobre el derecho a la objeción de concien-

cia, concluye que no existe un derecho genérico a 

objetar, ya que sólo es admisible si la Constitución, 

las leyes o la Jurisprudencia contemplan dicha 

posibilidad para cada uno de los casos concretos 

(por ejemplo, la objeción de conciencia sanitaria 

ante los casos de aborto que tiene su origen en la 

STC del 85 sobre la despenalización del aborto) 

SENTENCIA DEL TRIBUNAL SUPERIOR 
DE JUSTICIA DE ANDALUCÍA, Nº 19/2009, 
Sala de lo Contencioso-Administrativo, de 19 de 
enero de 2009 

La Sentencia muestra la obligación que asume la 

Universidad de admitir a una estudiante sorda que 

cursa estudios universitarios de enfermería en las 

prácticas correspondientes a una asignatura que 

debían realizarse en un hospital, sin que sea sufi-

ciente el argumento de la Universidad de conside-

rar que no se la puede exigir a que efectúe las mo-

dificaciones técnicas necesarias en un hospital que 

no es de su competencia, pues lo que sí puede y 

debe hacer es adaptar los criterios de evaluación de 

la parte práctica de dichas asignaturas. 

SENTENCIA DEL TRIBUNAL SUPERIOR 
DE JUSTICIA DE CATALUÑA, Nº 505, Sala 
de lo Contencioso-Administrativo, de 4 de junio 
2009 

Mediante esta Sentencia se anula el Decreto por el 

que se regulan las condiciones para el ejercicio de 

determinadas terapias naturales sobre la base de 

considerar que: 

a) La normativa básica en esta materia está cons-

tituida por la legislación sanitaria estatal por 

tratarse de una actividad sanitaria en los térmi-

nos que recoge la normativa estatal aprobada 

en virtud del 149.1.16, sin que se acepten los 
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argumentos de que se trata de una actividad no 

sanitaria carente de normativa básica específi-

ca. 

b) Siguiendo la fundamentación del TSJ, el si-

guiente paso es analizar la concordancia del 

contenido del referido Decreto con la citada 

normativa estatal, a saber la Ley General de 

Sanidad, la LOPS y el RD 1277/03 

c) Conclusión, que la normativa estatal establece 

que las actividades sanitarias sólo pueden ser 

ejercitadas por profesionales sanitarios y en los 

establecimientos sanitarios reconocidos por lo 

que no procede admitir el Decreto catalán ya 

que éste lo que hace es reconocer el ejercicio 

de actividades materialmente sanitarias a pro-

fesionales no sanitarios y en establecimientos 

no sanitarios 

En esta sentencia hay voto particular en el que se 

dice que: 

a) Este decreto no regula título académico o pro-

fesional sino un título administrativo para ejer-

cer un oficio. 

b) Estamos en materia sanitaria, aunque en el voto 

particular discrepan de que la legislación básica 

sea la referida por la sentencia ya que entienden 

que no hay absolutamente nada al respecto, y sin 

que se puedan deducir tales bases de la normati-

va invocada por el TSJ, ya que la actividad que 

se regula no se puede considerar estrictamente 

como sanitaria lo que permite zafarse de las ata-

duras de la Ley General de Sanidad y de la 

LOPS, y tampoco pretende autorizar la constitu-

ción de establecimientos sanitarios (materia re-

gulada por el RD 1277/03) 

c) El propio Tribunal Supremo ya dijo en rela-

ción con este reglamento estatal que lo que és-

te regula al contemplar la creación de unidades 

no convencionales es “el ejercicio terapéutico 

por medios no convencionales atribuyendo a 

un profesional licenciado en medicinal a res-

ponsabilidad de la corrección del tratamiento 

empleado, sin alterar ni suponer titulaciones o 

capacidades para el ejercicio de esa terapia 

no convencional…”. Es decir, no presupone 

necesariamente que la práctica de terapias na-

turales deba ser exclusivamente en estableci-

mientos sanitarios y a cargo de profesionales 

sanitarios. 

d) En definitiva, no se regula una actividad sani-

taria, sino regula el ejercicio de unas activida-

des como es la naturopatía (no la medicina 

homeopática ni la medicina basada en la acu-

puntura) para el fomento de la salud de las per-

sonas y su bienestar pero sin afectar el ámbito 

reservado a los profesionales sanitarios, crean-

do a tal efecto la figura del técnico naturista. 

SENTENCIA DEL TRIBUNAL SUPREMO, Nº 
1908/2009, Sala de lo Contencioso-Administrativo, 
3 de abril de 2009 

El Tribunal Supremo confirma la legalidad de la 

decisión administrativa adoptada por la Consjería 

de Sanidad y Bienestar Social de Castilla-León de 

acordar el desestimiento de la solicitud de 

autorización de funcionamiento de un laboratorio 

de análisis clínico por no aportar su titular, 

licenciado en farmacia, la titulación de especialista 

en análisis clínicos. A juicio del Supremo el art. 1 

del RD 2708/82 deja claro que “para el ejercicio 

de la profesión de Farmacéutico Especialista en 

Análisis Clínicos, es exigida la tenecia del 

oportuno Título Especialista expedido por el 

Ministerio de Educación y Ciencia, y que no es 

suficente la mera posesión del título de licenciado 

en farmacia” sin que la anterior afirmación se vea 

afectada por el hecho de que el citado precepto 

reglamentario, refiera a continuación “sin perjuicio 

de las facultades que asisten a los Licenciados en 

Farmacia (…) pues por un lado ese “sin 

perjuicio” de la norma, no puede dejar sin 

efecto(…) que los farmacéuticos especialistas para 

ejercer como tales han de tener el oportuno Título, 

expedido(…) y por otro, porque esa referencia 

genérica a las facultades de los licenciados en 

farmacia, se puede y se debe entender reducida a 

aquellas que no resultan afectadas por la 

regulación que el Real Decreto hace…”.  

Por su interés cabría contraponer esta sentencia 

con la doctrina fijada por el Supremo con ocasión 

del análisis del derogado artículo 1 del RD 

127/1984 (muy similar en su redacción al 

mencionado art. 1 del RD 2708/82), cuyo 

contenido reproduce a su vez el art. 16.3 de la 

LOPS. Así nuestros Tribunales de Justicia (STS de 
5/02/1993, SSTC 137/95 y 24/1996, STSJ-CA de 
Baleares de 3/01/2002 ó STSJ de Canarias de 12 
de mayo de 2005) han señalado que se entienden 

bien los supuestos incluidos en los que podemos 

llamar números uno y tres del precepto. En el pri-
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mero se incluyen los supuestos de utilización ex-

presa de la denominación de Médico Especialista, 

que sólo pueden ostentar los que lo posean, mien-

tras que en el tercero se limita al acceso a los 

puestos de trabajo en Instituciones Públicas o 

Privadas de Médicos Especialistas a quienes 

hayan adquirido tal calificación. El problema 

surge en el apartado segundo: el título de Médico 

Especialista es obligatorio para ejercer la profe-

sión con tal carácter. Así las cosas, sólo cabe 

entender, en principio, que el supuesto que se ha 

incluido en el apartado segundo: la prohibición de 

ejercer la profesión con tal carácter de Médico 

Especialista a quienes no lo sean, se refiere al 

ejercicio habitual referido a la especialidad 

Si tenemos presente que la LOPS no ha creado en 

nuestro sistema jurídico una profesión de especia-

lista pues la propia Ley se limita a contemplar las 

funciones de la profesión de farmacéutico guar-

dando absoluto mutismo en lo que se refiere a los 

cometidos propios y específicos de cada una de las 

diferentes especialidades, sin establecer por tanto 

de forma clara la exclusividad del ejercicio de la 

especialidad con relación en este caso, a los farma-

céuticos no especialistas. Por todo ello resulta cu-

rioso que en esta sentencia el Supremo considere 

que las funciones propias de cualquier profesión 

sanitaria titulada deben, por tanto, quedar reduci-

das a las que no se vean afectadas por la regulación 

que de la correspondiente especialidad lleve a cabo 

la norma reglamentaria en cuestión. 

 

FARMACIA 

SENTENCIA DEL TRIBUNAL DE JUSTICIA 
DE LA UNIÓN EUROPEA, DE 19 DE MAYO 
DE 2009. ASUNTO C-171/07 y C-172/07 

El principio de exclusión de los no farmacéuticos 

de las oficinas de farmacia, choca con el marco 

normativo comunitario ya que se erige en un obs-

táculo a la aplicación de la libertad comunitaria 

antes citada, pues no en vano, en virtud de este 

principio que reserva la explotación de las farma-

cias exclusivamente a los farmacéuticos, se priva a 

los demás operadores económicos el acceso a di-

cha actividad por cuenta propia en el Estado 

miembro. 

Lo que sucede es que dicho esto, el propio Tribu-

nal considera que en este caso (medicamentos) se 

puede entender que concurren razones de interés 

general que pueden justificar estas restricciones, 

sin que por ello se considere que esta doctrina 

resulta contradictoria con la sentada por este mis-

mo tribunal en el caso de los establecimientos de 

óptica. En este último caso se consideró inadmisi-

ble que la legislación helena supedite la titularidad 

de una óptica por parte de una persona jurídica a 

una serie de requisitos que sí vulneran la sacraliza-

da libertad comunitaria. La explicación al por qué 

en un caso sí procede la adopción de medidas res-

trictivas (medicamentos) y en otro caso (ópticos) 

no procede, estriba en que “A diferencia de los 

productos de óptica, los medicamentos prescritos 

o utilizados por motivos terapéuticos pueden, no 

obstante, resultar gravemente perjudiciales para 

la salud si se consumen innecesaria o incorrecta-

mente, sin que el consumidor pueda advertirlo 

durante su administración. Además, la venta de 

medicamentos sin justificación médica supone un 

derroche de recursos financieros públicos que no 

es comparable con el que resulta de la venta injus-

tificada de productos de óptica” 

 

PERSONAL 

SENTENCIA DEL TRIBUNAL SUPREMO, Nº 
1624/2009, Sala de lo Contencioso-Administrativo, 
25 de marzo de 2009 

El Supremo desestima el recurso de casación in-

terpuesto por el Sindicato Médico de Cantabria en 

un asunto en el que se trata de dilucidar la legali-

dad del Acuerdo sobre Jornada de Trabajo del 

Personal de Instituciones Sanitarias en la medida 

que pueda suponer una vulneración del artículo 55 

del EM. El Supremo advierte que no hemos de 

confundir los conceptos de período nocturno y 

personal nocturno (que se definen en el art. 46 del 

EM) con el concepto de turno nocturno que recoge 

el Acuerdo en cuestión. Las definiciones de lo que 

hemos de entender por “período nocturno” y “per-

sonal nocturno” que fija el art. 46 se deben tener 

en cuenta pero a los efectos de garantizar la debida 

aplicación de las reglas que contiene el art. 55 del 

EM sobre seguridad y salud del personal, pero no 

determinan cual debe ser la jornada anual que co-

rresponda realizar al personal nocturno, ya que 

para eso están los acuerdos y pactos. 
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SENTENCIA DEL TRIBUNAL SUPERIOR 
DE JUSTICIA DE CASTILLA – LA MAN-
CHA, Nº 120/2009, Sala de lo Contencioso-
Administrativo, de 20 de mayo de 2009 

Esta Sentencia analiza la significación y naturaleza 

jurídica de los procesos internos de redistribución 

de efectivos que tienen lugar en los hospitales, 

para a continuación advertir que nada se opone a 

que aún no tratándose en puridad de procesos con-

cursales de promoción interna regidos por los prin-

cipios de igualdad, mérito y capacidad, la adminis-

tración decida someterse a ciertas bases surgidas 

de pactos sindicales. Este es el caso enjuiciado, la 

actuación de la Gerencia del Hospital de Guadala-

jara es objeto de crítica no por haberse separado de 

las bases negociadas con las organizaciones sindi-

cales, sino por la aplicación de unas bases contra-

rias al principio de legalidad y control de constitu-

cionalidad por valorar más los servicios prestados 

en el seno del Hospital que los servicios en otros 

hospitales del SNS, sin que exista justificación 

alguna. 

SENTENCIA DEL TRIBUNAL SUPERIOR DE 
JUSTICIA DE ANDALUCÍA, Nº 2618/2008, Sala 
de lo Contencioso-Administrativo, 27 de octubre 
de 2008 

Mediante esta Sentencia se confirma el derecho de 

los diplomados en enfermería, que prestan sus 

servicios como funcionarios o personal laboral en 

el ámbito del servicio Andaluz de salud, a la baja 

colegial en el Colegio Oficial de Enfermería aun-

que continúen prestando sus servicios en la Admi-

nistración (Aplicación de la doctrina contenida en 

Sentencia de lo Social del Tribunal Supremo de 17 

de marzo de 2003). Aunque el principio de cole-

giación obligatoria deriva de la Constitución. 

SENTENCIA DEL TRIBUNAL SUPREMO, 
Sala de lo social, de 24 de junio de 2009 

El Tribunal Supremo rectifica la doctrina sentada 

en sentencias de 3 de octubre y 20 de diciembre de 

2007, por efecto de la Sentencia del TJCE de 20 de 

enero de 2009. 

El cambio de doctrina que realiza el TS se funda-

menta en una serie de afirmaciones que realiza el 

TJCE en la Sentencia anteriormente « extendiendo 

a la baja por enfermedad común la doctrina senta-

da para supuesto de maternidad por la STJCE 

18/Marzo/2004 [Asunto Merino Gómez], y afir-

mando al efecto que «... la situación de incapaci-

dad temporal, que surge con anterioridad al perío-

do vacacional establecido y que impide disfrutar 

de este último en la fecha señalada, tampoco puede 

ni debe erigirse en impedimento que neutralice el 

derecho al disfrute de dicha vacación anual que 

todo trabajador ostenta por la prestación de servi-

cios en la empresa. Y es conveniente señalar, al 

respecto, que tiene que ser distinto el tratamiento 

que merece la incapacidad temporal que surge 

durante el disfrute de la vacación, pues es un ries-

go que, en tal situación, ha de asumir el propio 

trabajador, con aquella otra que se produce con 

anterioridad al período vacacional y que impide el 

disfrute de éste en la fecha preestablecida en el 

calendario previsto, a tal efecto, en la empresa. En 

este último caso necesariamente, ha de hacerse 

compatible el derecho a la baja por incapacidad 

temporal, sea esta por enfermedad común o por 

maternidad, con el correspondiente al disfrute de la 

vacación anual»  

SENTENCIA de 16 de febrero de 2007 Juzgado 
de lo Contencioso Administrativo nº2 de Palma 
de Mallorca y SENTENCIA DEL TRIBUNAL 
SUPREMO, de 18 de junio de 2009 

La sentencia recurrida en casación en interés de ley 

anula la sanción disciplinaria impuesta por la titu-

lar de la Consejería de Salud y Consumo de dicha 

Comunidad Autónoma por delegación del Conse-

jero de Interior, a un trabajador, personal estatuta-

rio del Servicio de Salud de las Islas Baleares. El 

juzgador entiende que la competencia para sancio-

nar al personal estatutario del Servicio de Salud no 

la tiene atribuida el Consejero de Interior, sino el 

Servicio de Salud en el que el interesado se en-

cuentre prestando servicios en el momento de la 

comisión de la falta. Por el contrario el Letrado del 

Servicio de Salud considera que el art. 71 del EM 

no exige que la competencia para sancionar al 

personal estatutario deba ser ejercida por el Geren-

te del Servicio de Salud ya que el mencionado 

precepto utiliza un concepto amplio de “Servicio 

de Salud”. El Tribunal Supremo no entra a conocer 

del fondo del asunto y desestima el recurso por no 

haber quedado justificado el cumplimiento del 

requisito de que la doctrina contenida en la senten-

cia recurrida sea gravemente dañosa para el interés 

general. 

No obstante, el juzgado de lo contencioso nº 1 de 
Palma de Mallorca en sentencia de 19 de sep-
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tiembre de 2008, señala que “el procedimiento 

sancionador que debe tramitarse contra ese per-

sonal estatutario según los ilícitos administrativos 

recogidos en esa normativa específica, se tramita-

rán conforme indica el art. 74 mediante el proce-

dimiento correspondiente de la admininistración 

pública correspondiente, y esa administración es 

la Comunidad Autónoma de les Illes Balears en 

este territorio, la cual tiene su propia normativa 

en cuanto al derecho administrativo sancionador 

(…) que atribuye la competencia sancionadora de 

las faltas con la calificación de graves o muy gra-

ves al Conseller de la Funció Pública.” 

SENTENCIA DEL TRIBUNAL SUPREMO, 
Sala de lo Contencioso-Administrativo, de 27 de 
mayo 2009 

Sentencia sobre la legalidad del Decreto de La 

Rioja regulador del procedimiento de integración 

en la condición de personal estatutario del servicio 

riojano de la salud, de los funcionarios de carrera y 

personal laboral de la administración de dicha 

comunidad autónoma. El art. 3 del referido Decre-

to contempla un procedimiento indirecto de inte-

gración, que a juicio del Tribunal Supremo no 

contraviene lo establecido en la Disposición Adi-

cional Sexta de la ahora derogada ley 30/1999. En 

efecto, la citada disposición (el testigo lo recoge 

ahora la da 5º del EM), permite que se establezca 

un proceso extraordinario en el que todo el perso-

nal que quiera pueda cambiar su régimen jurídico, 

pero la Ley no impide que se puedan establecer 

otros procedimientos como el que recoge el pre-

cepto reglamentario al permitir que los puestos de 

personal estatutario queden abiertos a personal 

funcionario, que de ganar el concurso adquiriría la 

condición de personal estatutario, y sin que tal 

medida suponga una restricción en la movilidad y 

promoción profesional de aquellos funcionarios 

que no deseen participar en tales concursos. 

TRIBUNAL SUPREMO, Auto de 2 de julio de 
2009 

Auto del Tribunal Supremo que ratifica la equipa-

ración a efectos procesales (admisión del recurso 

de casación interpuesto por personal estatutario de 

un Servicio de Salud en las cuestiones que afecten 

al nacimiento o a la extinción de la relación de 

servicio) entre personal funcionario de carrera y el 

personal estatutario, concretamente en un caso en 

el que la pretensión discutida giraba en torno a la 

improcedencia de la solicitud de prolongación de 

actividad en el servicio activo del recurrente, per-

sonal estatutario fijo. 

En palabras textuales del Tribunal Supremo “la 

entrada en vigor de la Ley 7/2007, de 12 de abril, 

del Estatuto Básico del Empleado Público, ha 

puesto de relieve que, aunque siguen existiendo 

diferencias entre el funcionario de carrera y el 

personal estatutario fijo, no hay justificación para 

excluir a este último personal del acceso al recur-

so de casación en las mismas condiciones que el 

funcionario de carrera”. 

SENTENCIA DEL TRIBUNAL SUPREMO, de 
23 de abril de 2009 

El Tribunal Supremo, en Sentencia de 23 de abril 

de 2009, declara el derecho a la licencia retribuida 

a familiares hasta el segundo grado por consangui-

nidad en el caso de hospitalización de la parturien-

ta porque ahora entiende que “la ley y el convenio 

colectivo hablan de “hospitalización”, sin distin-

guir entre las causas que la motivan (…). Conse-

cuentemente, no podemos distinguir la hospitaliza-

ción por enfermedad de la hospitalización por 

parto. Si hospitalizar es internar a una persona en 

un hospital para que reciba la asistencia médico-

sanitaria que precisa, no cabe duda que ese es el 

fin del ingreso hospitalario de la mujer que va a 

dar a luz sin más condicionante que la justifica-

ción de la hospitalización y sin tener que indicar el 

motivo de ésta. 

Esta Sentencia contradice la doctrina establecida 

con anterioridad por el Alto Tribunal en Sentencia 

de 24 de julio de 2008. En dicha sentencia el Tri-

bunal Supremo afirmaba que “el alcance de tales 

permisos no se extiende a los supuestos de parto 

que hayan requerido la hospitalización de la ma-

dre por considerar que hacer esa separación arti-

ficial entre parto y parto atendido en hospital, es 

desconocer que en nuestro actual sistema sanitario 

la práctica totalidad de los partos se atienden en 

clínicas y hospitales; y consiguientemente sería 

introducir por esa vía indirecta el nacimiento de 

hijo de los parientes hasta el segundo grado de 

consanguinidad o afinidad entre los motivos que 

dan derecho a permiso, cuando la Ley solo lo 

otorga si se trata de un hijo del propio trabajador. 

Desde el punto de vista gramatical el término hos-

pitalización está reservado para los casos de in-

greso por accidente o enfermedad, sin que el par-
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to, entendido como la fase final de un proceso 

natural pueda equipararse a un proceso patológi-

co 

 

DERECHO A LA INTIMIDAD Y PROTEC-
CIÓN DE DATOS 

SENTENCIA DEL TRIBUNAL CONSTITU-
CIONAL, nº 70/2009, de 23 de marzo de 2009 

El TC conoce del recurso de amparo interpuesto 

por un profesor de enseñanza secundaria al que se 

le ha jubilado por incapacidad permanente en base 

a dos informes médicos que cayeron en poder de la 

Inspección Médica de la Delegación Provincial y 

en los que se hacía constar que el interesado pade-

cía trastornos psíquicos desde 1990. La cuestión de 

fondo es ¿se puede jubilar a un profesional en base 

a los datos aportados por informes médicos elabo-

rados por su psiquiatra privado a los que ha tenido 

acceso la Inspección Médica sin el consentimiento 

del propio interesado? ¿Cabría aducir, como hace 

la representación letrada de la Comunidad Autó-

noma, que esta intromisión en la esfera de la inti-

midad del funcionario se puede justificar en que el 

acceso por la Inspección ha tenido lugar “en el 

ejercicio de su funciones” y la concurrencia de 

“cualesquiera otras razones de carácter excepcio-

nal que respondan un interés legítimo susceptible 

de protección y estar convenientemente motiva-

das”? 

Para el TC “La regulación legal reproducida no 

resulta suficiente para afirmar la constitucionali-

dad de la medida restrictiva de la intimidad por-

que falta en sus preceptos una determinación sufi-

ciente de los supuestos y los requisitos de la res-

tricción. Ciertamente los preceptos citados se re-

fieren al acceso posible a datos médicos de los 

administrados por parte de «la inspección sanita-

ria en el ejercicio de sus funciones» y, en el apar-

tado invocado por la Sentencia, excepcionalmente, 

en otros supuestos en atención a «intereses legíti-

mos». Sin embargo, es patente que estas previsio-

nes normativas no alcanzan a constituir una regu-

lación legal suficiente de la restricción discutida 

de la intimidad, en la medida en que no precisan 

mínimamente qué funciones son las referidas, cuá-

les son esos supuestos excepcionales que permiten 

la intervención, qué intereses legítimos son los que 

la justifican ni, más allá de la motivación, de qué 

otros requisitos ha de rodearse la actuación admi-

nistrativa” 

Cambio de criterio en relación con la concesión 
de nóminas: Informe de la Agencia Española de 
Protección de Datos 

Cambio de criterio de la AEPD en relación con la 

cesión de nóminas y TC 2 de trabajadores de la 

empresa subcontratista a la empresa principal. Con 

anterioridad la Agencia estimaba que estos docu-

mentos, en los que se contienen datos personales 

especialmente protegidos como son los de afilia-

ción sindical y datos de salud, no podían ser cedi-

dos sin el consentimiento de los interesados. Aho-

ra, en el informe jurídico 041/2009 se contempla 

que dicha cesión es factible ya que el Estatuto de 

los Trabajadores impone un deber al empresario 

principal (el deber no es otro que la responsabilidad 

solidaria que recae sobre el empresario principal 

durante el año siguiente a la terminación de la con-

trata de las obligaciones salariales y de seguridad 

social contraídas por los contratistas y subcontratis-

tas con sus trabajadores durante la vigencia de la 

contrata), y por tanto la comunicación de las nómi-

nas y los TC2 resulta conforme con la Ley Orgáni-

ca 15/1999 y el Reglamento de desarrolla, pues se 

trata de su un supuesto expresamente previsto en 

una norma con rango de Ley. 

SENTENCIA DEL TRIBUNAL SUPREMO, 
Sala de lo Penal, Nº 87/2009, de 5 de febrero de 
2009 

En el curso de una investigación dirigida a esclare-

cer la posible comisión de un delito de aborto, la 

Guardia Civil, en su condición de Policía Judicial 

y con el fin de determinar la veracidad del aborto 

practicado se dirige al Jefe de Urgencias del 

Hospital y solicita que examine a la mujer. El 

Tribunal Supremo establece que la Policía Judicial 

puede acordar la práctica de pruebas periciales 

pero siempre limitadas a las diligencias de 

investigación y recogida de efectos. 

 

RESPONSABILIDAD POR ASISTENCIA 
SANITARIA 

SENTENCIA DE LA AUDIENCIA NACIO-
NAL, de 17 de junio de 2009 

La naturaleza jurídica de las Mutuas de AT/EP cobra 

especial protagonismo en este caso enjuiciado por la 
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Audiencia Nacional sobre la desestimación por el 

Ministerio de Trabajo de la reclamación interpuesta 

por el perjudicado por los daños sufridos a conse-

cuencia de la asistencia sanitaria prestada en un cen-

tro sanitario de una Mutua de AT/EP. La Sala, invo-

cando la doctrina del Consejo de Estado sobre la 

naturaleza jurídica de la Mutua (entidad privada) y la 

exclusión de la vía de la responsabilidad patrimonial 

de la Administración Pública para estos supuestos, 

concluye que el Ministerio no puede en modo alguno 

asumir la responsabilidad de la prestación asistencial 

realizada en un centro sanitario de una Mutua de 

AT/EP, sin que quepa argüir en contra, la estrecha 

vinculación que presentan estas entidades con el 

Ministerio en virtud de la relación de tutela a la que 

se refiere el art. 71 del RD-Legislativo 1/1994. En 

efecto, la lectura del citado precepto legal permite 

colegir que entre las facultades que ostenta el Minis-

terio de Trabajo no figura que sea responsable del 

seguimiento de la calidad de la prestación sanitaria ni 

de la actuación de los profesionales contratados por 

la Mutua, por lo que procede desestimar el recurso 

interpuesto. 

SENTENCIA DEL TRIBUNA SUPREMO, de 
25 de junio de 2009 

Colisión del derecho a la libertad religiosa y el ejerci-

cio legítimo de la profesión sanitaria dentro de los 

parámetros de la lex artis. En el caso en cuestión se 

plantea el derecho de un testigo de Jehová a ser rein-

tegrado por el Servicio de Salud Catalán de los gastos 

ocasionados por tener que acudir a la Medicina Pri-

vada tras rechazar la intervención quirúrgica 

propuesta en el centro sanitario público ya que podría 

precisar una eventual transfusión de sangre. El Alto 

Tribunal desestima el recurso de casación para unifi-

cación de doctrina ya que no concurren los presu-

puestos para reconocer dicho derecho al interesado. 

En este caso ni existía en el hospital la técnica que el 

particular sugirió practicar ni tampoco había unani-

midad en cuanto a la bondad de la misma para el 

tratamiento de su dolencia. 

 

CONTRATOS DEL SECTOR PUBLICO 

SENTENCIA DEL TRIBUNAL DE JUSTICIA 
DE LA UNIÓN EUROPEA, DE 19 DE MAYO 
DE 2009. ASUNTO C-538/07 

Mediante un anuncio de licitación de 30 de sep-

tiembre de 2003, la Camera di Commercio, Indus-

tria, Artigianato e Agricoltura di Milano inició un 

procedimiento abierto de adjudicación con el obje-

tivo de adjudicar, sobre la base del criterio del 

precio más reducido posible, el servicio de correo. 

Tras examinar los documentos presentados por los 

interesados, fueron admitidas a participar en la 

licitación a dos empresas y una tercera solicitó la 

exclusión de ambas del procedimiento de licita-

ción, debido a los vínculos existentes entre dichas 

sociedades, posibilidad que aunque no está previs-

ta en la Directiva comunitaria, sí lo está en el De-

recho Italiano (la posibilidad de que el derecho 

nacional complete el listado de causas de exclusión 

del artículo 29 de la directiva es viable). 

Pues bien, el Tribunal en primer lugar hace men-

ción a la jurisprudencia sobre este tema “basada en 

una presunción iuris et de iure según la cual las 

ofertas respectivas de empresas vinculadas para 

un mismo contrato se habrán influido entre sí ne-

cesariamente, vulnera el principio de proporciona-

lidad en la medida en que no concede a dichas 

empresas la posibilidad de demostrar que, en su 

caso, no existe un riesgo real de que se produzcan 

prácticas que pueden menoscabar la transparen-

cia y falsear la competencia entre licitadores” 

A continuación, sobre la base de la jurisprudencia 

anterior y tras un análisis de los principios esencia-

les que inspiran la contratación en el ámbito del 

sector público, establece que “la mera constata-

ción de una relación de control entre las empresas 

de que se trata, debido a la propiedad o al número 

de derechos de voto que se pueden ejercitar duran-

te las juntas generales ordinarias, sin verificar si 

tal relación ha tenido una incidencia concreta 

sobre su comportamiento respectivo en el marco 

de dicho procedimiento, no basta para que la enti-

dad adjudicadora pueda excluir automáticamente 

a dichas empresas del procedimiento de adjudica-

ción de contratos” 

Y añade a modo de conclusión que “el Derecho 

comunitario se opone a una disposición nacional 

que, a pesar de perseguir objetivos legítimos de 

igualdad de trato de los licitadores y de transpa-

rencia en el marco de los procedimientos de adju-

dicación de contratos públicos, establece una 

prohibición absoluta de participar de manera si-

multánea y en competencia en una misma licita-

ción a aquellas empresas entre las que exista una 

relación de control o que estén vinculadas entre sí, 
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sin dejarles la posibilidad de demostrar que dicha 

relación no ha influido en su comportamiento res-

pectivo en el marco de dicha licitación 

No cabe obviar la repercusión que la referida sen-

tencia puede tener en nuestro Derecho interno. La 

anterior Ley de Contratos de las Administraciones 

Públicas tan solo llegaba a decir, de forma tangen-

cial y con ocasión de la aplicación del régimen de 

bajas temerarias que “a los efectos del párrafo 

anterior no podrán ser consideradas las diversas 

proposiciones que se formulen individualmente 

por sociedades pertenecientes a un mismo grupo, 

en las condiciones que reglamentariamente se 

determinen” (curiosamente el artículo 79 de la 

anterior ley que versa sobre las proposiciones de 

los interesados, nada dice al respecto). 

En cambio, el art. 129 de la LCSP establece que 

“En los contratos de concesión de obra pública, la 

presentación de proposiciones diferentes por em-

presas vinculadas supondrá la exclusión del pro-

cedimiento de adjudicación, a todos los efectos, de 

las ofertas formuladas. No obstante, si sobrevinie-

ra la vinculación antes de que concluya el plazo de 

presentación de ofertas, o del plazo de presenta-

ción de candidaturas en el procedimiento restrin-

gido, podrá subsistir la oferta que determinen de 

común acuerdo las citadas empresas. 

En los demás contratos, la presentación de distin-

tas proposiciones por empresas vinculadas produ-

cirá los efectos que reglamentariamente se deter-

minen en relación con la aplicación del régimen 

de ofertas con valores anormales o desproporcio-

nados previsto en el art. 136. 

Se considerarán empresas vinculadas las que se 

encuentren en alguno de los supuestos previstos en 

el art. 42 del Código de Comercio”. (Por cierto, 

habría que ver si los parámetros que establece el 

Cco al respecto coinciden o no con lo que dice la 

Directiva 18/2004 de 31 marzo 2004 en su art. 

63.2) 

La Sentencia del TJUE aplica la anterior directiva 

comunitaria sobre contratos de servicios (no la 

actual), lo que no obsta para que deba ser tomada 

en consideración sobre todo porque la nueva direc-

tiva tampoco dice nada al respecto pues su artículo 

45 (que es el versa sobre los criterios de selección 

cualitativa), no incorpora nada similar a lo que 

dice nuestro derecho interno. 

SENTENCIA DEL TRIBUNAL DE JUSTICIA 
DE LA UNIÓN EUROPEA, de 9 de junio de 
2009, Asunto: 480/06 

Sentencia de gran interés porque rompe una lanza 

a favor del establecimiento de mecanismos de 

cooperación interadministrativa al margen de la 

normativa de contratación. En el caso enjuiciado, 

la Comisión impugnó el acuerdo alcanzado entre 

varios entes locales del Estado de Sajonia (Alema-

nia) para la prestación de servicios de eliminación 

de residuos. El Tribunal, tras analizar nuevamente 

la doctrina “in house providing” recogida entre 

otras en la famosa sentencia del TJUE “Teckal”, 

concluye que si bien es cierto que los requisitos 

exigidos para apreciar su concurrencia no se dan 

en el caso en cuestión, en cambio no procede esti-

mar el recurso de la Comisión ya que: 

a) Una Autoridad Pública puede realizar las 
tareas de interés público que le corresponden 
con sus propios medios sin verse obligada a 
recurrir a entidades externas y ajenas a sus 
servicios, y puede también hacerlo en colabo-
ración con otras Autoridades Públicas. 

b) el Derecho comunitario no impone en modo 
alguno a las Autoridades Públicas el uso de 
una forma jurídica particular para garantizar 
sus misiones de servicio público conjuntamen-
te. Por otro lado, tal colaboración entre Autori-

dades Públicas no cuestiona el objetivo principal 

de la normativa comunitaria sobre contratación 

pública, a saber, la libre circulación de los servi-

cios y su apertura a la competencia no falseada 

en todos los Estados miembros, siempre que la 

realización de dicha cooperación se rija única-

mente por consideraciones y exigencias caracte-

rísticas de la persecución de objetivos de interés 

público y se garantice el principio de igualdad de 

trato de los interesados contemplado en la Direc-

tiva 92/50, de manera que ninguna empresa pri-

vada se sitúe en una situación privilegiada res-

pecto de sus competidores (véase, en este senti-

do, la sentencia Stadt Halle y RPL Lochau, antes 

citada, apartados 50 y 51). 

SENTENCIA DEL TRIBUNAL DE JUSTICIA 
DE LA UNIÓN EUROPEA, de 14 de febrero de 
2008. Asunto: 450/06.  

El TJUE resalta la importancia de respetar por la 

Administración el carácter confidencial de la in-

formación aportada por uno de los licitadores en el 
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marco de un procedimiento de contratación, y de 

conciliar en vía de recurso el principio de contra-

dicción con el respecto al este otro principio hasta 

el punto de señalar que el mencionado “principio 

de contradicción no supone para las partes un 

derecho de acceso ilimitado y absoluto a toda la 

información relativa al procedimiento de adjudi-

cación de que se trata que haya sido presentada 

ante el organismo responsable del recurso. Por el 

contrario, este derecho de acceso debe ponderarse 

con el derecho de otros operadores económicos a 

la protección de su información confidencial. 

SENTENCIA DEL TRIBUNAL DE JUSTICIA 
DE LA UNIÓN EUROPEA, de 15 de octubre de 
2009, 

Esta Sentencia es muy interesante y vuelve a incidir 

sobre lo que ya se ha pronunciado en alguna otra 

ocasión este mismo Tribunal. En concreto la adjudi-

cación de la explotación de un servicio público a una 

empresa mixta con participación en su capital social 

de un socio privado. Como ya es sabido, en estos 

casos y con arreglo a la Jurisprudencia, la adjudica-

ción de un contrato público a una empresa de eco-

nomía mixta sin licitación previa sería contraria al 

objetivo de competencia libre y no falseada y al prin-

cipio de igualdad de trato, ya que tal procedimiento 

otorgaría a la empresa privada que participa en el 

capital de la citada empresa una ventaja con respecto 

a sus competidores. Sin embargo el TJUE entiende 

que es posible solucionar este problema si se selec-

ciona al socio privado respetando las exigencias esta-

blecidas por la Jurisprudencia comunitaria, es decir 

atendiendo no solo a criterios de capital que aporta, 

sino valorando también su capacidad técnica y carac-

terísticas de la oferta. 

Recientemente la JCCA en su Informe 12/09 de la 
JCCA sobre la formalización vía convenio y con 

aplicación de la figura de la encomienda de gestión 

del art. 15 de la Ley 30/1992 con una sociedad 

mercantil cuyo capital no corresponde íntegramen-

te al sector público, para la gestión de las aguas, ha 

analizado esta misma cuestión. 

El Informe en un primer momento descarta la aplica-

ción de la doctrina de los medios propios (doctrina 

Teckal decepcionada en la LCSP en el art. 24) ya que 

esta doctrina en nuestro derecho interno queda cir-

cunscrita a los contratos de obras, servicios y sumi-

nistros pero no así a los contratos de gestión de servi-

cios públicos (no puede ser de otra manera ya que 

estos contratos no existen como tal en el derecho 

comunitario), luego por tanto la vía para solucionar la 

consulta la canaliza por el art. 15 de la Ley 30/1992 

sobre la encomienda de gestión. 

Acto seguido analiza si resulta factible encomen-

dar por la vía del art. 15 de la ley 30/1992 la explo-

tación de un servicio público a una entidad que 

reviste forma jurídico-privada y contesta que no, y 

a tal efecto dice literalmente que “a los efectos de 

determinar si es o no aplicable la legislación de 

contratos del sector público resulta irrelevante el 

hecho de que el capital social de la entidad esté o 

no participado en su totalidad por una administra-

ción pública, toda vez que el artículo 15 de la ley 

30/1992 no vincula la exigencia de aplicación de la 

normativa de contratos públicos al hecho de que el 

ente tenga o no participación mayoritaria o total-

mente pública, sino a la circunstancia de que su 

naturaleza sea de ente público o jurídico privado”. 

SENTENCIA DEL TRIBUNAL SUPREMO, 
Sala de lo contencioso-administrativo, de 13 de 
mayo de 2009,  

Contrato de gestión de servicio público de comidas 

para enfermos hospitalizados en cuyo pliego se con-

templa que la sustitución del personal de plantilla del 

hospital que éste aporta para la gestión de este servi-

cio por la adjudicataria, en los casos de vacacio-

nes…se efectuará con personal de la contrata. 

El TS considera, frente al criterio del sindicato recu-

rrente, que no hay inconveniente alguno ya que entre 

las obligaciones que contrae la concesionaria se en-

cuentra la de contratar la personal preciso para ello, y 

las sustituciones en cuestión se producen en el marco 

de una relación contractual administrativa sin que por 

ello se vea afectada de una parte la relación que el 

personal cedido mantiene con la Administración (que 

no puede alterarse puesto que la única dependencia 

en relación con la concesionaria se refiere al modo de 

prestar el servicio) ni que el personal a través del cual 

se cubran las referidas sustituciones adquiera por ello 

vinculación de ningún tipo con la Administración, 

sino solo con la concesionaria. 

SENTENCIA DEL TRIBUNAL SUPERIOR 
DE JUSTICIA DE CASTILLA – LA MAN-
CHA, Nº 971/2009, Sala de lo Social, de 4 de 
junio de 2009.  

Sentencia mediante la cual se condena a la Admi-

nistración que responde solidariamente junto con 
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la empresa por los incumplimientos de la legisla-

ción laboral protagonizados por la adjudicataria del 

servicio de comidas del Hospital. El artículo 42 del 

TRETT y la expresión “propia actividad” (sobrel a 

que ya se pronunció en una sentencia anterior el 

TSJ de Navarra sobre la responsabilidad de la Ad-

ministración en un servicio de transporte sanitario 

que estaba concertado con una empresa.) 

Pues bien, en este caso el TSJ recurre al mismo plan-

teamiento que su homólogo navarro y considera que 

el servicio de comidas de un hospital debe ser consi-

derado como una actividad propia inherente al servi-

cio principal prestado (la prestación sanitaria). A tal 

efecto establece una interesante distinción entre el 

servicio de comidas que tiene como destinatarios a 

los pacientes ingresados respecto del servicio de 

restauración en la cafetería del hospital.  

Los argumentos que emplea son: 

a) Esta actividad merece la consideración de 

actividad clínica  

b) El régimen de comidas está pautado y contro-

lado por los servicios médicos, y de hecho mu-

chos de los medicamentos que se dispensan a 

los pacientes se realizan de forma simultánea 

con las comidas 

c) No es factible imaginar que un Hospital se 

pueda quedar sin servicio de comidas. Es un 

servicio que integra el propio servicio público 

que se ofrece, y como tal gratuito. 

La consecuencia desde el punto de vista de la cali-

ficación administrativo del contrato es manifiesta, 

en estos casos estaremos en presencia de un con-

trato de gestión de servicio público en lugar de un 

contrato administrativo de servicios. 

SENTENCIA DE TRIBUNAL SUPREMO, 
Sala de lo Contencioso-Administrativo de 22 de 
junio de 2009 

La impugnación jurisdiccional de actuaciones ad-

ministrativas en materia de contratación por alguno 

de los componentes de una Unión Temporal de 

Empresas, resulta perfectamente admisible en de-

recho siempre que no exista disidencia alguna 

entre los componentes de la agrupación temporal. 

Por el contrario, la existencia de oposición de los 

restantes miembros a la interposición de cualquier 

tipo de recurso en vía jurisdiccional, impide que se 

pueda reconocer legitimación activa a alguno de 

los partícipes. Esta es la doctrina que invoca nues-

tro Alto Tribunal para declarar que no ha lugar al 

recurso de casación interpuesto por uno de los 

miembros de una UTE que no resultó adjudicataria 

del concurso para la adjudicación del contrato de 

consultoría y asistencia para la redacción de pro-

yecto y dirección de obra del Hospital Universita-

rio Central de Asturias, ya que queda en el caso 

objeto de enjuiciamiento la otra empresa compo-

nente de la UTE renunció anticipadamente al ejer-

cicio de cualquier acción judicial. 

El Supremo entiende que con este fallo no se vulnera 

la doctrina sobre los intereses legítimos ya que la 

eventual anulación del acto ningún beneficio reporta-

ría a los recurrentes ante la inexistencia de la unión 

temporal de empresas que concurrió al concurso dada 

la renuncia de uno de los integrantes. 

SENTENCIA DEL TRIBUNAL CONSTITU-
CIONAL nº 183/2009, de 7 de septiembre de 
2009 

Los sindicatos carecen de interés legítimo para 

impugnar la adjudicación de un concurso público 

para la contratación de apoyo técnico con el fin de 

cubrir las necesidades de asistencia técnico-

administrativa en relación con la clasificación, 

análisis y tratamiento de documentos de la Tesore-

ría General de la Seguridad Social. 

El Tribunal Superior de Justicia de la Comunidad 

Autónoma de Madrid y posteriormente el Tribunal 

Supremo consideraron que los intereses del sindi-

cato no se ven afectados por el hecho de que la 

adjudicación del contrato recaiga en una u otra 

empresa. El Tribunal Constitucional confirma el 

criterio adoptado por el Tribunal Supremo, debido 

a la falta de vínculo especial y concreto entre el 

sindicato y el objeto procesal. Al no haberse im-

pugnado la convocatoria en su momento para dis-

cutir sobre la conveniencia o no de tomar la deci-

sión de externalizar un determinado servicio, no se 

podían hacer valer en el recurso contra la adjudica-

ción quejas relativas a la convocatoria del contrato, 

de modo que la estimación del recurso contra la 

adjudicación en realidad no le produciría una ven-

taja ni le evitaría un perjuicio futuro. 

SENTENCIA DEL TRIBUNAL SUPREMO, 
Sala de lo Social, de 28 de abril de 2009 

Analiza el supuesto de un concurso para suminis-

trar radiofármacos y prestar servicios de gestión de 
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residuos en hospitales públicos. A la finalización 

del primer contrato le sucede un segundo contrato 

administrativo del que resulta adjudicataria otra 

empresa diferente, y es en ese momento cuando se 

plantea el tema de fondo, la eventual sucesión de 

empresa con las consabidas repercusiones en las 

relaciones laborales. 

El Tribunal Supremo afirma que “En el asunto 

ahora sometido a la consideración de la Sala, 

debe ponerse de relieve que la actividad a la que 

se dedica la empresa -suministro de radiofármacos 

y servicio de gestión de residuos radioactivos- es 

una actividad que, aun teniendo en cuenta la 

enorme relevancia que en toda actividad reviste el 

elemento personal, no descansa fundamentalmente 

en la mano de obra, puesto que exige un material e 

instalaciones importantes, lo que determinaría que 

la mera asunción por la nueva adjudicataria de la 

concesión de un número relevante de trabajadores 

de la anterior, y la continuación de la actividad, 

no supondría por si sólo la existencia de sucesión 

empresarial. Ocurre, sin embargo, que además de 

estos dos elementos concurre un tercero de capital 

importancia, cual es la transmisión de elementos 

patrimoniales, consistentes, como ya se razonó en 

el fundamento anterior, en el local e instrumentos 

correspondientes para la prestación del servicio, 

que era propiedad del SAS, así como el stock de 

fármacos que por pago de amortización adquirió 

la nueva adjudicataria, lo que conduce a concluir 

que estamos ante el supuesto de sucesión de em-

presa regulado en el artículo 44 del Estatuto de 

los Trabajadores.” En definitiva, para los casos en 

que se trate de sectores en los que la actividad no 

descanse fundamentalmente sobre la mano de 

obra, para determinar si estamos en presencia o no 

de la figura de sucesión empresarial lo verdadera-

mente determinante será si se ha operado la trans-

misión de los elementos patrimoniales necesarios 

para el correcto desenvolvimiento de la actividad 

empresarial. 

Sentencia del Tribunal de Justicia de la Unión 
Europea, de 15 de octubre de 2009 

Esta Sentencia es muy interesante y vuelve a inci-

dir sobre lo que ya se ha pronunciado en alguna 

otra ocasión este mismo Tribunal. En concreto la 

adjudicación de la explotación de un servicio pú-

blico a una empresa mixta con participación en su 

capital social de un socio privado. Como ya es 

sabido, en estos casos y con arreglo a la Jurispru-

dencia, la adjudicación de un contrato público a 

una empresa de economía mixta sin licitación pre-

via sería contraria al objetivo de competencia libre 

y no falseada y al principio de igualdad de trato, ya 

que tal procedimiento otorgaría a la empresa pri-

vada que participa en el capital de la citada empre-

sa una ventaja con respecto a sus competidores. 

Sin embargo el TJUE entiende que es posible solu-

cionar este problema si se selecciona al socio pri-

vado respetando las exigencias establecidas por la 

Jurisprudencia comunitaria, es decir atendiendo no 

solo a criterios de capital que aporta, sino valoran-

do también su capacidad técnica y características 

de la oferta. A juicio del TJUE: 

“En tal situación, si se recurriera a un doble proce-

dimiento, primero para seleccionar al socio priva-

do de la sociedad de capital mixto y luego para 

adjudicar la concesión a dicha sociedad, ello po-

dría disuadir a las entidades privadas y a las auto-

ridades públicas de establecer colaboraciones pú-

blico-privadas institucionalizadas –como la que se 

examina en el litigio principal– a causa de la dila-

ción inherente a la aplicación de dichos procedi-

mientos y de la incertidumbre jurídica que existiría 

en cuanto a la adjudicación de la concesión al so-

cio privado previamente seleccionado”. 

En relación con la adjudicación de contratos a 

sociedades de economía mixta, también resulta de 

interés la lectura de la STJUE de 10 de septiembre 

de 2009 en la que se plantea la cuestión de si una 

entidad adjudicadora puede ejercer sobre una so-

ciedad de la que es accionista, con la que pretende 

celebrar un contrato, un control análogo al que 

ejerce sobre sus propios servicios en el caso de que 

exista la posibilidad de que entren inversores pri-

vados en el capital de la sociedad en cuestión. El 

Tribunal considera que en estos casos, la mera 

posibilidad de que participen particulares en el 

capital de la citada sociedad no basta para concluir 

que no se cumple el requisito relativo al control de 

la autoridad pública. No obstante en el supuesto en 

que se hubiera adjudicado el contrato sin convoca-

toria de licitación a una sociedad de capital público 

en tales condiciones, el hecho de que posterior-

mente se admita la participación de accionistas 

privados en el capital de dicha sociedad constitui-

ría un cambio de una condición fundamental del 

contrato que sí que necesitaría de convocatoria de 

licitación. 
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PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO 

SENTENCIA DEL TRIBUNAL SUPREMO, 
Sala de lo Contencioso-Administrativo, de 21 de 
mayo de 2009 

Sentencia del TS en la que analiza la posibilidad 

de que la administración pueda rechazar una peti-

ción de revisión del oficio por silencio administra-

tivo. El Supremo nos dice que el rechazo tácito de 

una solicitud de revisión de oficio por parte de la 

Administración sólo es posible para supuestos 

excepcionales en los que la solicitud no se ajusta 

de manera manifiesta a los términos contemplados 

en el propio artículo 102 de la Ley 30/1992. Asi-

mismo en el supuesto de interponer recurso con-

tencioso contra la desestimación presunta de la 

solicitud de inicio de expediente de revisión de 

oficio, la estimación de dicho recurso sólo puede 

conducir a declarar la obligación de la administra-

ción de tramitar el procedimiento de revisión pero 

en modo alguno pronunciarse sobre el fondo del 

asunto salvo en los supuestos en que la evidencia 

“prima facie” de una causa de nulidad radical y 

absoluta pueda aconsejar que el tribunal se pro-

nuncie sobre la validez del acto en cuestión. 

 

DOCUMENTOS DE INTERÉS 

PREMIOS CENTRO DE ESTUDIOS FINAN-
CIEROS EDICIÓN 2009. REVISTA DEL 
CENTRO DE ESTUDIOS DE DERECHOS 
FINANCIEROS.  

Derecho Constitucional y Administrativo. 
PRIMER PREMIO al trabajo titulado: Estado 
autonómico y desigualdades en el sistema na-
cional de salud. Autor/es: David Larios Risco y 
Vicente Lomas Hernández 

Este trabajo de investigación analiza las políticas 

autonómicas que se han venido realizando en materia 

sanitaria tras la culminación del proceso transferen-

cial (derechos y garantías de los ciudadanos, presta-

ciones sanitarias, configuración y estructura del SNS 

y recursos humanos). Pese a los esfuerzos legislati-

vos por contener el efecto centrífugo y disgregador 

que las políticas autonómicas pudieran provocar en 

este ámbito, y evitar las distorsiones en lo que debi-

era ser el funcionamiento armónico y solidario del 

Sistema Nacional de Salud , la realidad se empecina 

en mostrarnos la fragilidad del Sistema a todos los 

niveles, tanto desde el punto de vista de su estructura 

y funcionamiento (ejemplificada en la inoperatividad 

del Consejo Interterritorial), como financiero, agra-

vado en este último caso por las insuficiencias del 

modelo de financiación y las carencias del Fondo de 

Cohesión para compensar los desequilibrios en el 

gasto por asistencia prestada a pacientes procedentes 

de otras Comunidades. 

Se puede consultar en la Revista Jurídica del CEF. 

COMISIÓN PERMANENTE DE LA JUNTA 
CONSULTIVA DE CONTRATACIÓN AD-
MINISTRATIVA DE LA GENERALIDAD DE 
CATALUÑA. INFORMES 2/2009 Y 3/2009, DE 
28 MAYO DE 2009  

Extensión del ámbito subjetivo de aplicación de 
la Ley de Contratos del Sector Público  

Los informes elaborados por la Junta Consultiva 

de Contratación Administrativa de la Generalidad 

de Cataluña analizan la consideración que merece 

a los ojos de la Ley 30/2007, las mutualidades de 

previsión social, de las órdenes religiosas, de las 

fundaciones privadas y de las sociedades mercanti-

les de capital privado, que forman parte de la red 

de utilización, pública hospitalaria, de salud mental 

y sociosanitaria. La conclusión es que a partir del 

estudio combinado de la Ley y del criterio juris-

prudencial del TJUE sobre qué se ha de entender 

por poder adjudicador – organismo público a estos 

efectos, los referidos entes no forman parte del 

sector público, sin perjuicio de que les pueda ser 

de aplicación la ley en casos puntuales como los 

supuestos en que resulten adjudicatarias de contra-

tos subvencionados para la construcción de hospi-

tales, o en los casos en que sean adjudicatarios de 

contratos de concesión de obra pública según el 

art. 250. Según estos informes nos encontramos 

ante entidades que se encuentran en el extrarradio 

de la Ley y que no podemos subsumir dentro del 

supuesto descrito en el art. 3.1 h) de la Ley. 

http://www10.gencat.net 

JUNTA CONSULTIVA DE CONTRATACIÓN 
ADMINISTRATIVA. INFORME Nº 41/2008, 
DE 2 DE DICIEMBRE 

¿Es necesario el visado de colegios profesionales 
y son vinculantes las tarifas oficiales en la re-
dacción de proyectos? 

La Junta Consultiva mantiene el criterio establecido 

en informes anteriores, en el sentido de que en los 
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proyectos de obras elaborados para las Administra-

ciones Públicos no es exigible el visado por el Cole-

gio Profesional correspondiente, siendo bastante, a 

estos efectos, la intervención de la Oficina de Super-

visión de Proyectos o la aprobación técnica de la 

Entidad correspondiente. http://www.meh.es 

INFORME DE LA AGENCIA DE PROTEC-
CIÓN DE DATOS DE LA COMUNIDAD DE 
MADRID 

El tratamiento de datos de salud en ámbitos 
diferentes al sanitario resulta legítimo siempre 
que sea expresamente consentido 

En esta Resolución la Agencia de Protección de 

Datos de la Comunidad de Madrid ha archivado 

una denuncia presentada por un particular frente al 

Ayuntamiento de Madrid por el acceso a datos de 

salud durante un proceso de selección para ocupar 

un puesto de trabajo. El interesado optaba a un 

puesto de trabajo y entregó la documentación co-

mo el resto de los candidatos. El problema es que 

el interesado estaba jubilado por incapacidad como 

policía, y cuando el Ayuntamiento se dio cuenta de 

ello le solicitó que antes de firmar el contrato les 

hiciera entrega del dictamen médico del INSS. El 

interesado aportó este certificado, y a consecuencia 

del mismo perdió toda opción de quedarse con la 

plaza de socorrista, lo que a su juicio constituye 

una clara discriminación y un uso ilegal de los 

datos sanitarios. 

En conclusión, el tratamiento de datos de salud fuera 

del ámbito sanitario exige el consentimiento expreso 

del afectado y la solicitud de los mismos tiene que 

responder a la finalidad para la que fueron recogidos, 

extremos ambos que concurrían en este caso (la en-

trega voluntaria de la documentación podría equipa-

rarse al consentimiento, y la petición formulada por 

el Ayuntamiento totalmente proporcionada teniendo 

en cuenta la finalidad y características del puesto de 

trabajo). http://www.madrid.org 

RESOLUCIÓN: R/00485/2009, DE LA AGEN-
CIA ESPAÑOLA DE PROTECCIÓN DE DA-
TOS, DE 16 DE MARZO DE 2009. 

Resolución que declara la comisión por la Geren-

cia de Atención Primaria 061 de las IB de una 

infracción de la LOPD tipificada como muy grave 

por facilitar a una Central Sindical datos persona-

les de los trabajadores de la Gerencia para el envío 

de propaganda electoral. En este caso en la infor-

mación suministrada al sindicato se había incluido 

el piso y letra del domicilio de los trabajadores, 

datos personales que no recoge el RD 1844/1994 

sobre censo laboral del reglamento de elecciones a 

órganos de representación como pertinentes para 

esta finalidad, por lo que hubiese sido preciso dis-

poner de la autorización de los afectados, y sin que 

quepa oponer la excepción de que se trata de datos 

provenientes de fuentes de acceso público como 

pudieran ser los repertorios telefónicos. En este 

sentido, la Agencia precisa que este tipo de datos 

desde el 5 de abril de 2002, fecha de entrada en 

vigor de la Orden de 26 de marzo de 2002, han 

perdido la consideración de fuentes de acceso pú-

blico. https://www.agpd.es 

En relación con este mismo asunto la Agencia de 

Protección de Datos de la Comunidad de Madrid 

se ha pronunciado recientemente sobre una denun-

cia relativa al envío a los trabajadores de un hospi-

tal, de correspondencia de una mutua comunicando 

la apertura de una oficina comercial y ofreciendo 

diferentes productos. El Hospital, que mantiene 

una línea de colaboración con la Mutua, utilizó los 

datos procedentes del fichero “Gestión de Perso-

nal” para una finalidad distinta de aquella para la 

que han sido recogidos (art. 4.2 de la LOPD), ci-

tando en apoyo de esta interpretación la SAN de 

11 de noviembre de 2004.  

La segunda de las infracciones cometidas por la 

Gerencia guarda relación con la trasgresión del 

artículo 11.1. de la LOPD que establece que, para 

que exista la posibilidad de cesión de datos, es 

necesario que los afectados consientan en que ésta 

se efectúe. En el caso analizado, el hospital argu-

mentó que los datos facilitados a la Mutua son 

susceptibles de ser calificados como procedentes 

de “fuentes de acceso público” argumento que se 

sustenta de una parte en que el EM en su art. 19 

establece la obligación de los trabajadores a ser 

identificados por su nombre y categoría profesio-

nal por los usuarios del SNS, y de otra, en base a la 

obligación de publicar en los tablones de anuncios 

del Hospital de las cantidades percibidas por cada 

trabajador en concepto de productividad, al igual 

que el listado de censo electoral. 

Sin embargo, a juicio de la Agencia, estas publica-

ciones no legitiman en modo alguno el tratamiento 

de los datos para ninguna otra finalidad, amén de 

que el art. 3.j de la LOPD es taxativo a la hora de 

determinar cuáles son las fuentes accesibles al 



Volumen 18, Número 2. Julio-Diciembre 2009 

92 

público, sin que figuren ni los listados en los que 

se publican las cantidades percibidas en concepto 

de productividad, ni el censo electoral de los traba-

jadores. 

Por todo lo anterior, la APD declara que el hospital 

ha incurrido en dos infracciones de la normativa 

sobre protección de datos de carácter personal: la 

utilización de datos de carácter personal para fina-

lidades incompatibles con aquéllas para las que 

han sido recogidos, y la comunicación de esos 

datos sin contar con el consentimiento de los inte-

resados. 

LA EXTERNALIZACIÓN COMO VALOR 
PARA EL DESARROLLO Y CONSOLIDA-
CIÓN DEL SNS 

Este trabajo reflexiona sobre las posibles conse-

cuencias que determinadas iniciativas de política 

sanitaria tendentes a la externalización y/o privati-

zación de centros sanitarios, servicios y procesos 

nucleares, así como conocimientos operacionales 

especializados, pudieran tener sobre los microsis-

temas clínicos, las competencias esenciales de la 

organización, los modelos de experiencia y apren-

dizaje en comunidades de prácticas profesionales, 

el acervo cultural y ético de servicio público, así 

como en el capital intelectual y social de la organi-

zación. http://external.doyma.es 

DOCUMENTO SOBRE LA LIMITACIÓN 
DEL ESFUERZO TERAPÉUTICO EN LAS 
UNIDADES DE NEONATOLOGÍA. 

El Grupo de Opinión del Observatori de Bioètica i 

Dret presenta un documento de opinión con la volun-

tad de intervenir en el debate sobre la limitación del 

esfuerzo terapéutico en el caso de recién nacidos 

prematuros o bien con enfermedades muy graves, 

con el fin de que la ciudadanía, las personas más 

directamente implicadas (padres y profesionales 

sanitarios que atienen a estos recién nacidos) y las 

sociedades científicas correspondientes, se involu-

cren en el debate social informado que este documen-

to quiere propiciar http://www.pcb.ub.es/ 

PORTAL DE INVESTIGACIÓN EN CIEN-
CIAS DE LA SALUD. 

En el mismo podréis encontrar información sobre 

convocatorias y ayudas, recursos (centros, grupos, 

investigadores, equipamiento y comités éticos), 

actividad investigadora en Castilla-La Mancha 

(proyectos de investigación, indicadores de activi-

dad investigadora), resultados de investigación 

(indicadores de producción científica, publicacio-

nes, patentes), formación y apoyo metodológico 

(oferta formativa, bibliografía, recursos), así como 

acceso a otras páginas de interés (museo de la sa-

nidad, enlaces, ofertas de trabajo, eventos, etc.). 

http://pid.ics.jccm.es/default.aspx 

EL CONSEJO GENERAL DE ENFERMERÍA 
DE ESPAÑA PRESENTA EL INFORME Y 
LAS CONCLUSIONES DE LA INVESTIGA-
CIÓN QUE HA LLEVADO A CABO POR LA 
MUERTE DEL BEBÉ RAYAN  

El informe, tras analizar de forma sucinta pero 

rigurosa cuestiones tales como la formación de los 

profesionales de enfermería en nuestro Ordena-

miento, competencias profesionales y la compleji-

dad que requiere el desempeño de tales funciones 

en unidades como las de neonatología, se muestra 

especialmente crítico con la Dirección del Hospi-

tal, desplegando a tal efecto toda una batería de 

argumentos en los que destacan las carencias for-

mativas del personal de enfermería de tales unida-

des por causas imputables a la Gerencia, que lejos 

de cumplir con las recomendaciones y la propia 

normativa autonómica que exigen la presencia en 

estas unidades de personal altamente cualificado, 

se limita a organizar cursillos de adaptación de 5 

días, el incumplimiento por parte de los superviso-

res del derecho que tienen los profesionales a ser 

informados previamente de cuáles son las tareas 

propias del puesto, la consolidación de prácticas 

profesionales o importantes fallos desde la óptica 

de la seguridad clínica (confusión que provoca la 

semejanza que presentan las distintas vías o el 

hecho de que los recipientes que contienen la ali-

mentación no estén identificados como tal para 

diferenciarlos de la medicación, algo que la propia 

Dirección de Enfermería del Hospital ha llegado a 

reconocer). http://www.cge.enfermundi.com 

INFORME ANUAL DEL DEFENSOR DEL 
PUEBLO SOBRE UNIVERSALIZACIÓN Y 
GRATUIDAD DE LA ASISTENCIA, INFOR-
MACIÓN Y DOCUMENTACIÓN CLÍNICA, 
ORDENACIÓN DE PRESTACIONES, LIS-
TAS DE ESPERA….. 

Se trata del Informe anual del Defensor del Pueblo 

correspondiente a la gestión realizada durante el 

año 2008. En relación con la parte relativa a la 

Administración Sanitaria se denuncian las caren-
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cias que presenta el Sistema en aspectos tan crucia-

les como la universalización y gratuidad de la asis-

tencia, información y documentación clínica, or-

denación de prestaciones, listas de espera, proble-

mas en la organización y funcionamiento de la AP 

y AE, Seguridad de Pacientes y Salud Mental. 

http://www.defensordelpueblo.es 

DOCUMENTO SOBRE CONSIDERACIONES 
PARA EL DESARROLLO DE LOS CUIDA-
DOS PALIATIVOS EN ESPAÑA. 

Elaborado por el Grupo de Trabajo de Aten-
ción al Final de la Vida de la OMC 

Los Cuidados Paliativos representan una sólida 

respuesta sanitaria al sufrimiento relacionado con 

el final de la vida de los pacientes. Por ese motivo, 

y tras demostrar su eficiencia, se han convertido en 

un derecho de todos los ciudadanos españoles, y en 

una prestación sanitaria básica. Han demostrado 

eficiencia ya que provocan un impacto muy positi-

vo sobre la calidad de vida del enfermo (alivio de 

síntomas, buena comunicación y relación médico-

paciente y respeto a sus valores, entre otros), apo-

yan a las familias, complementan al resto de las 

medidas, influyen sobre los sistemas sanitarios y 

ahorran costes. Por tanto, la atención sanitaria al 

final de la vida de las personas debe ser una priori-

dad para las Consejerías de Sanidad de todas las 

Comunidades Autónomas, llevando a la práctica 

sin demora las directivas establecidas en la reunión 

del Consejo Interterritorial de 14 de marzo de 

2007, en la que se aprobó por unanimidad la Estra-

tegia de Cuidados Paliativos del Sistema Nacional 

de Salud. 

La Organización Médica Colegial (OMC), com-

prometida con la atención sanitaria de máxima 

calidad, desea contribuir al impulso de una serie de 

medidas cuyo objetivo es lograr una atención de 

excelencia al final de la vida, estimando oportuno 

exponer una serie de consideraciones para el desa-

rrollo de los Cuidados Paliativos en España. 

http://www.actasanitaria.com 

DEMOGRAFÍA MÉDICA EN ESPAÑA. 
APUNTES PARA LA EFICIENCIA DEL SIS-
TEMA SANITARIO. 

Exhaustivo estudio realizado por la Organización 

Médica Colegial sobre la demografía médica en 

nuestro país, y que arroja datos tan interesantes 

como la distribución territorial de profesionales, el 

peso que representa en cada Comunidad el sector 

público y el sector privado o el esfuerzo realizado 

desde las distintas Administraciones Sanitarias en 

ámbitos como el gasto en recursos humanos. 

http://www.cgcom.org 

GUÍA ESTÁNDAR DE INCAPACIDAD 
TEMPORAL. 

La guía "Tiempos Estándar de Incapacidad Tem-

poral", es considerada de interés en aspectos como 

el seguimiento de la duración de los procesos de 

enfermedad, realizar estudios epidemiológicos, 

facilitar la labor de los responsables de la gestión 

de las bajas laborales, y establecer un lenguaje 

común en lo tocante a la comunicación y coordina-

ción entre los distintos organismos implicados en 

esta materia. En España se producen anualmente 

5'6 millones de bajas con un promedio de 43 días 

de duración. El proceso de elaboración y defini-

ción de los tiempos estándar ha tenido su funda-

mento en la experiencia de los médicos inspectores 

del Instituto Nacional de la Seguridad Social, y en 

los datos aportados por los Servicios Públicos de 

Salud, y las Mutuas de Accidentes de Trabajo y 

Enfermedades Profesionales de la Seguridad So-

cial, para lo que se llegaron a analizar 1.168.564 

bajas comunicadas por los Servicios Públicos de 

Salud de las distintas Comunidades Autónomas. 

En conjunto se estudiaron más de 3.000 patologías 

diferentes y para cada código de diagnóstico se 

analizó el número total de procesos, la duración 

total en días y la duración media. 

http://www.medicosypacientes.com 

ORIENTACIÓN DE LA FUTURA LEY ES-
TATAL DE SALUD PÚBLICA 

Elaborado por la Sociedad Española de Salud 
Pública y Administración Sanitaria 

El Documento esboza las principales líneas de 

actuación que debería seguir la futura ley que se 

apruebe con el fin de ordenar y regular la hasta 

ahora olvidada “salud pública”, y que abarcarían 

desde un cambio de concepto para adecuarla a la 

realidad actual, una mejor definición de sus fun-

ciones o las bases de un nuevo modelo organizati-

vo a nivel del conjunto del SNS para lo que abogan 

por la creación de un nuevo órgano colegiado co-

mo sería la “Agencia Española de Salud Pública”. 

http://www.sespas.es 
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LOS DIRECTIVOS HOSPITALARIOS Y LA 
COMUNICACIÓN INTERNA: UNA ASIG-
NATURA PENDIENTE 

Con el objetivo de conocer la percepción de los 

directivos de los hospitales españoles sobre el 

desarrollo de la comunicación interna en sus centros, 

los autores del siguiente trabajo a través de un 

exhaustivo estudio concluyen que existe una ten-

dencia a un mayor grado de satisfacción con la 

comunicación interna en los hospitales de 500 camas 

o menos que en los grandes. Ello puede explicarse 

por el hecho de que en los hospitales más pequeños 

es más fácil el contacto directo entre la dirección y 

los profesionales. El menor tamaño del hospital 

favorece la utilización de canales formalizados de 

carácter personal. Todo ello indica la importancia de 

desarrollar canales formales bien establecidos en los 

planes de comunicación para que la información 

llegue a los públicos definidos y lo haga de la forma 

más clara posible. http://www.elsevier.es/ 

¿HAY SUFICIENTES PROFESIONALES 
SANITARIOS EN ESPAÑA? DESEQUILI-
BRIOS, DÉFICIT, MOVILIDAD INTERNA-
CIONAL 

El artículo de Patricia Barber y Beatriz González 

contribuye de forma informada y documentada al 

estudio de los principales aspectos que inciden en 

la falta de profesionales sanitarios, poniendo espe-

cial énfasis en la falta de planificación de los re-

cursos humanos. http://www.fundacionmhm.org 

SEGURIDAD DE LA INFORMACIÓN EN 
ENTORNOS SANITARIOS. 

La Sociedad Española de Informática de la Salud 

(SEIS), pone a disposición de todos los profesiona-

les un instrumento de referencia para hacer frente a 

la tarea de garantizar la seguridad de la informa-

ción. Dirigido a profesionales del ámbito de la 

salud con perfiles diversos, como gestores, técni-

cos, sanitarios, etc. con el objetivo de acercar con-

ceptos y terminología sobre la seguridad lógica 

que puedan servir de ayuda para la concienciación 

y sensibilización sobre la misma y también de 

capacitación para abordar proyectos y relaciones 

con profesionales tecnológicos con más conoci-

miento y por lo tanto con mayor entendimiento. 

http://www.seis.es 

OPINIÓN DEL COMITÉ DE BIOÉTICA DE 
ESPAÑA A PROPÓSITO DEL PROYECTO 

DE LEY ORGÁNICA DE SALUD SEXUAL Y 
REPRODUCTIVA Y DE LA INTERRUPCIÓN 
VOLUNTARIA DEL EMBARAZO. 

El Comité de Bioética de España, (CBE) avala con 

matices el nuevo régimen de plazos que introduce 

el proyecto de ley aunque con el voto discrepante 

de uno de sus miembros por considerar contradic-

torio el hecho de reconocer el desarrollo de una 

vida humana digna de protección, tanto desde el 

plano jurídico como ético, para acto seguido otor-

gar una primacía absoluta al derecho de autoder-

minación de la mujer. La necesaria ponderación de 

los bienes en conflicto constituye, en un sistema 

como el que se propugna, “plazo frente indicacio-

nes” (al menos en las 12 primeras semanas), en el 

verdadero caballo de batalla, junto con el recono-

cimiento a la mujer gestante del derecho a decidir 

en los términos previstos en la Ley 41/2002. En 

este sentido, el Comité de Bioética se muestra más 

generoso que el Consejo de Estado pues considera 

que tal derecho podría verse menoscabado si se 

mantiene el derecho paralelo de los padres a ser 

informados, algo que atentaría contra el derecho 

fundamental a la intimidad sin que pueda, por tan-

to, admitirse esta facultad de los padres más allá de 

situaciones excepcionales de grave riesgo para la 

salud de la mujer. 

En definitiva, el Comité respalda el proyecto de ley si 

bien advierte de la necesidad de reforzar la informa-

ción que se debe dar a la mujer, distinguir con preci-

sión si los plazos de la ley hacen alusión a la edad 

embrionaria o edad gestacional, salvaguardar el ca-

rácter confidencial y el derecho a la intimidad de la 

mujer incluso frente a los padres o tutores, y reglar la 

objeción de conciencia de los profesionales sanita-

rios. http://www.comitedebioetica.es 

ATENCIÓN MÉDICA AL FINAL DE LA VIDA 

La OMC ha elaborado un documento donde analizan 

las implicaciones éticas de las situaciones clínicas 

relacionadas con el final de la vida. La finalidad de 

este trabajo es facilitar la deliberación ética y la co-

municación en esta fase particularmente delicada de 

la vida. http://www.medicosypacientes.com 

DICTAMEN DEL CONSEJO DE ESTADO 
SOBRE EL REAL DECRETO POR EL QUE 
SE ESTABLECEN MEDIDAS PARA GA-
RANTIZAR LA INTIMIDAD, LA CONFI-
DENCIALIDAD Y LA EQUIDAD EN LA 
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PRESTACIÓN DE LA INTERRUPCIÓN DEL 
EMBARAZO.  

Las consideraciones más relevantes que cabe ex-

traer de la lectura del Dictamen del Consejo de 

Estado, son: 

a) Subraya el carácter particularmente sensible de 

los datos sanitarios relativos a los abortos, lo 

que justifica la aprobación de una norma re-

glamentaria como ésta. 

b) Critica la visión que de la disociación hace el 

proyecto de reglamento ya que tal y como está 

redactado lo que codifica no son los datos de 

identificación de los pacientes, sino los datos 

médicos-asistenciales 

c) Un punto importante es la crítica que formula 

el órgano consultivo a la previsión reglamenta-

ria de velar por la intimidad de los pacientes en 

los supuestos de tramitación de expedientes de 

responsabilidad patrimonial/reintegro de gas-

tos, ya que en estos supuestos difícilmente se 

puede dictar resolución si no se conocen los 

datos de identificación personal del paciente, y 

además, se podrían generar importantes bolsas 

de fraude si, finalmente son los centros sanita-

rios privados donde se ha realizado la presta-

ción los que asuman a estos efectos la repre-

sentación de la paciente. 

http://www.boe.es 

DICTAMEN DEL CONSEJO DE ESTADO 
SOBRE PROYECTO DE LEY DE IVE 

La constitucionalidad del sistema de plazos del 

anteproyecto de ley de interrupción voluntaria del 

embarazo es avalada por el Consejo de Estado a 

partir de la doctrina del TC sobre la naturaleza 

jurídica del “nasciturus” como bien jurídico prote-

gido no titular del derecho fundamental a la vida. 

Desde esta perspectiva, el Consejo de Estado tam-

poco considera que el marco normativo internacio-

nal, y en particular la Convención sobre derechos 

de las personas, puedan erigirse en obstáculo para 

el anteproyecto de ley. 

Sin embargo el alto órgano consultivo introduce 

importantes precisiones dignas de mención, como 

la imposibilidad de entender el aborto como un 

derecho subjetivo, o la conveniencia de limitar en 

el tiempo la libre opción de la mujer entre conti-

nuar o interrumpir su embarazo hasta las 12 sema-

nas en lugar de las 14 que prevé el anteproyecto de 

ley, aunque en todo caso el Consejo parece mostrar 

su conformidad con el reconocimiento de este 

espacio de libertad a favor de la gestante al inter-

pretar que el derecho general a la intimidad de la 

mujer debe prevalecer para que sea ésta la que 

adopte la decisión final durante este espacio tem-

poral. 

Otras consideraciones formuladas por el Consejo 

de Estado y que no pueden pasar desapercibidas 

son: 

a) En el plano de la autodeterminación informati-

va de la gestante, resalta la importancia de que 

se suministre a la mujer una información per-

sonalizada, verbal y escrita, para decidir li-

bremente y con conocimiento, y que en todo 

caso debe estar orientada a la protección de la 

maternidad 

b) En el plano de la autodeterminación decisoria, 

se inclina por conciliar el derecho a decidir de 

la menor con 16 años cumplidos con el dere-

cho a la información de los padres y a tal efec-

to propone que antes de la intervención la me-

nor deba completar el documento del consen-

timiento informado con el testimonio de que la 

menos uno de sus padres ha sido debidamente 

informado 

c) Subraya la necesidad de reconocer en el texto 

la objeción de conciencia de los profesionales 

sanitarios, un derecho que, afirma, entronca 

con el contenido del art. 16 de la CE. Sin em-

bargo este criterio merece algunas puntualiza-

ciones a raíz de la STS de 11 de mayo de 2009 

que declara que la objeción de conciencia no 

es derecho general reconocido en la CE ni de-

riva del ejercicio de la libertad ideológica y re-

ligiosa, con dos únicas salvedades, la prevista 

en el art. 30 de la CE y la objeción reconocida 

por el TC para los profesionales sanitarios. 

d) En relación con la documentación clínica y la 

confidencialidad, el Consejo de Estado asume 

las consideraciones vertidas en su informe por 

la Agencia Española de Protección de Datos, y 

en particular en relación con la cancelación au-

tomática de datos que prevé el anteproyecto 

una vez transcurrido el plazo de 5 años. 
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INTERRUPCIÓN VOLUNTARIA DEL EM-
BARAZO: INFORME DEL COMITÉ DE 
BIOÉTICA DE CATALUÑA 

http://www.gencat.cat/ 

ÉTICA Y MUERTE DIGNA: INFORME DE 
LA COMISIÓN AUTONÓMICA DE ÉTICA E 
INVESTIGACIÓN SANITARIA  

La comisión autonómica de ética e investigación 

sanitaria ha elaborado un informe en relación con la 

tramitación del proyecto de ley reguladora de la dig-

nidad de las personas ante el proceso de la muerte 

que permita garantizar una atención adecuada duran-

te el proceso final de la vida, basado en evitar el su-

frimiento, y el respeto a la dignidad y a la libre deci-

sión de cada uno. http://www.juntadeandalucia.es 

CARTA DE DERECHOS Y DEBERES DE 
LOS CIUDADANOS EN EL SISTEMA AU-
TONÓMICO DE SALUD DE CANTABRIA. 

http://www.saludcantabria.org/ 

MANUAL DE ÉTICA MÉDICA (AMM) 

La atención médica moderna plantea dilemas éti-

cos muy complejos, respecto de los cuales el mé-

dico no siempre está lo suficientemente preparado 

para su abordaje. La Asociación Médica Mundial 

ha elaborado este manual con el que se pretende 

poner a disposición de los profesionales sanitarios 

herramientas destinadas a encontrar soluciones 

éticas a este tipo de dilemas, incluyendo varios 

casos prácticos que buscan estimular la reflexión 

ética individual y el debate en un contexto de 

equipo. http://www.wma.net 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 


